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Impuestos y gasto público: el voluptuoso 
encanto de poder gastar la plata ajena.
 
 

“El recaudador capaz, despluma 

el ganso de modo de obtener 

la mayor cantidad de plumas con 

la menor cantidad de chillidos”

 

Jean Baptiste Colbert
Tesorero de Luis XI
 

Las costosas consecuencias para Inglaterra, del Boston Tea Party
 

Así se llamó a la rebelión fiscal que tuvo lugar en Boston, cambiando el destino de América y la historia del mundo. En 1773, el Parlamento inglés decidió otorgar a la empresa East India Company –de la que el rey británico era accionista-, la exclusividad de vender té en las colonias americanas. Con ello se buscó disponer de un medio de evitar la bancarrota en la que virtualmente se encontraba aquella compañía pero, en realidad, los impuestos y la exclusividad que imponían, eran similares a los aplicados al azúcar (1764), a las estampillas y el material impreso (1765) y al vidrio, las pinturas, el papel (1767). Se trató de una seguidilla de exacciones
[1] que fue colmando el vaso, y a fines de aquel año, hubo una gota que lo hizo rebalsar. 

 

Aquella ley –la Tea Act-, también le otorgó el monopolio para revender té a determinados comerciantes radicados en las colonias, lo que produjo una gran alarma entre sus habitantes, entre los pequeños comerciantes y algunos contrabandistas, que serían desplazados por esa medida. Sucedió entonces que, en varios puertos, los colonos bloquearon los barcos y, de esa forma, no se les permitió desembarcar la mercancía. 

 

Cuando ello ocurrió en el puerto de Boston –se bloquearon los barcos que pertenecían al gobernador de Massachussets, Thomas Hutchinson, cuya familia de comerciantes había recibido el derecho exclusivo de vender té en ese Estado-, el gobernador se negó a que las naves tuvieran que abandonar el puerto sin haber descargado su mercadería. Samuel Adams, lideró entonces intelectualmente la queja, sosteniendo: “¿Si imponen impuestos sobre nuestro comercio, por qué no sobre nuestras tierras y sobre todo lo que poseemos. Ellos sancionan impuestos sin tener representación legal [no taxation without representation]”. 

 

En histórica respuesta a la ley, el 16 de diciembre de 1773, entre un centenar y un centenar y medio de rebeldes patriotas -disfrazados de indios Mohawks- arrojaron el té al mar, dentro del mismo puerto de Boston, provocando pérdidas por un valor aproximado de 10.000 libras esterlinas
[2]. Las autoridades inglesas, entonces, pretendieron que se resarciera a la East India Co., a la par que clausuraron el puerto y pusieron a todo el Estado bajo control militar. 

 

El resto de la historia es harto conocida: comenzó la lucha y en 1776 se declara la independencia de los EE.UU., entre otras razones “Por prohibir nuestro comercio con todas las otras partes del mundo. Por sancionar impuestos sin nuestro Consentimiento”. No es el primero ni el único hecho histórico que deja varias enseñanzas, pero se destacan dos: 1) los “impuestazos” pueden producir reacciones populares impensadas en cuanto a sus consecuencias (jamás la corona inglesa habría imaginado que perdería las colonias americanas); y 2) históricamente, suelen surgir reacciones muy violentas a imposiciones fiscales cuando ellas colman la paciencia de los contribuyentes. 

 

Por ejemplo, lo ocurrido durante la IV República francesa, en que nació un movimiento político –el poujadismo, nombre debido a su fundador, un maestro de escuelas llamado Pierre Poujade- que se limitó a pregonar en la campaña electoral: “Bajen los impuestos” y obtuvo nada menos que 50 diputados, o sea, la tercera minoría. Otro caso sintomático surgió en Argentina, cuando el “impuestazo” de Machinea-De la Rúa (el que, dicho sea de paso, fue mantenido durante las administraciones Duhalde y Kirchner, salvo que se le agregaron las nocivas “retenciones” fiscales a la exportación). No obstante, nadie ha protestado con violencia todavía, pero la mayoría de los votantes de la “pampa húmeda” ya está percibiendo las malas consecuencias de haber avalado electoralmente, este atragantamiento del fisco durante los últimos tres años.  

 

 

El gasto público y los impuestos para sustentarlo

 

Durante más de 150 años de vida más o menos constitucional, nuestro país mantuvo casi siempre en forma deficitaria sus finanzas públicas. Salvo en cinco ejercicios –en 1920, durante el gobierno de Hipólito Irigoyen; en 1992 y 1993, cuando gobernaba Carlos Menem; y en los últimos 3 años, con la actual administración de Néstor Kirchner
[3]- siempre se gastó más de lo que ingresó al fisco. 
 

Un déficit no desaparece por arte de magia: o se gasta menos, o se pide prestado. Mientras haya inversores locales o externos dispuestos a prestarnos para que sigamos gastando, todo parece ir bien. Sin embargo, en algún momento -cuando la deuda excede la capacidad del deudor para amortizarla- surgirá el temor del incumplimiento. Veamos un ejemplo actual: EE.UU. tiene un déficit anual de alrededor del 6% o el 7% de su PBI pero, si por cualquier causa su PBI se reduce, ese porcentaje aumentará en forma decisiva y puede sobrevenir el pánico. 
 

¿Cuáles fueron para Argentina las consecuencias de vivir siempre de prestado? Un tobogán de decadencia que impregnó la historia económica del siglo XX de nuestro país y, finalmente, concluyó en el default que Le Monde llamó el “descarrilamiento más largo de la historia”. Vaya como elemento comparativo recordar que, a principios de ese siglo, el PBI per capita de nuestro país era más alto que el de Italia, el de España o el de Japón y que, aunque durante más de 100 años el PBI creció a razón del 2,8% anual, la productividad global decayó a razón 0,5% por año
[4]. Se trató de un muy mal negocio, fruto del populismo, la demagogia, la corrupción y, principalmente, la irresponsabilidad de quienes nos gobernaron después de 1945, cuando ya se habían superado las catástrofes de las dos guerras mundiales y de la crisis global de 1930.
 
Sería poco serio, no ponderar el hecho de que la actual administración de Kirchner haya incorporado la sensata bandera del equilibrio presupuestario dentro de sus objetivos de gobierno. Sin duda, constituye un mérito destacable, sobre todo, teniendo en cuenta la poca adhesión del pueblo argentino en general y de sus dirigentes políticos en particular, a la idea de no gastar más allá de lo que se puede, o a la pretensión imposible de lanzar “un chorro más ancho que la manguera”. Pero esta prudencia en administrar eficazmente el equilibrio fiscal presente, parece impedirle ver que la actual conjugación de causas económicas favorables puede desaparecer en un tiempo más corto que el que pareciera a primera vista, máxime si es que hay un goteo permanentemente creciente hacia un mayor gasto público. 
 

Volvamos al ejemplo de EE.UU.: Bill Clinton dejó el poder con un superávit de 300.000 millones de dólares (en la campaña electoral se discutía qué hacer con él) y en muy escasos tres años George W. Busch lo transformó en un déficit de más de 700.000 millones. Ello demuestra que tanto a los malos como a los buenos administradores, los encontramos en la derecha y en la izquierda del arco ideológico. Pero el superávit fiscal no alcanza, porque se trata de una condición  pero no de la causa del éxito económico.  De ahí la confusión en que suelen caer los “ultras” en ambas posturas. El superávit habilita el camino, no lo transita; el déficit puede ser temporariamente viable, pero no es sustentable.
 

Vale la pena al respecto, citar el comentario del economista -para nada ortodoxo- Paul Krugman, sobre lo acontecido con el famoso y ponderado “modelo sueco”, tan atractivo para los pensadores de izquierda: “A principios de los años 90, el modelo sueco se estaba desbaratando. La que una vez fuera una sociedad modelo, había contraído “Euroesclerosis”, con muy bajo crecimiento y una tasa desempleo superior al 8%. Y el sistema de bienestar estatal sueco parecía condenado a la quiebra: en 1993 el déficit presupuestario llegó al absurdo del 12%….. Suecia [ahora] ha echado un poco para atrás su estado de bienestar y ha eliminado algunos des-incentivos verdaderamente descabellados del sistema impositivo (algunas tasas marginales, superaban el 100% del valor imponible). La actual incidencia del 63% del PBI
[5]” sigue siendo retardatario para el desarrollo, pero está otra vez en crecimiento”.
 

Hasta el mismísimo director de la AFIP –el eficaz recaudador Alberto Abad- ha reconocido que “la fiscalización tiene un límite”
[6]. Y ese límite generalmente se hace sentir en el gasto, porque si el gasto público se financia con mayores impuestos, se está sustituyendo gasto privado por gasto público
[7]; y aquel, como sabemos, en su mayor parte suele ser más reproductivo y con mayor calidad de asignación que éste. Pero, el déficit siempre se terminará financiando o con mayor deuda local o externa, o bien con más impuestos futuros. 
 

¿Es posible cuantificar ese límite que menciona Abad? Resulta difícil fijarlo con precisión, aunque la dificultad es menor si observamos con cuidado las conductas, las costumbres o los comportamientos de los distintos actores económicos. En nuestro caso argentino, ellas dan lugar a las dos paradojas que Rafael Olarra Jiménez califica como una excepcionalidad: 1) la economía argentina crece, pero no crece el empleo en la misma medida; 2) los argentinos ahorran anualmente casi un 20% del PBI, pero sólo invierten en el país el 70% de dicho ahorro. El 30% restante directamente se esfuma, yendo al “colchón” o bien, para ser invertido o gastado en el exterior. ¿Cuáles son las razones que dan lugar a ambas paradojas? Que vivimos con un sistema impositivo y con una legislación laboral que ahuyenta al inversor local, al menos en cuanto a la ampliación de la producción y la creación de empleos. Y ése es el límite, del que sí pueden cuantificarse las consecuencias. 
 

 

El actual equilibrio presupuestario
 

La actual administración del Presidente Kirchner, pareciera tener como objetivo –oculto,  no manifiesto- la re-estatización algunas empresas privatizadas en los años 90. El correo argentino, uno al menos de los ferrocarriles de cargas y, recientemente, las aguas corrientes, responderían a esa meta. Las empresas de energía, transporte aéreo y comunicaciones que se han creado, todavía no emitieron ni una factura, pero ya tienen gastos fijos. Y un párrafo aparte, merece la continua queja del Presidente sobre las “fabulosas ganancias” que -hasta la devaluación- obtuvieron las compañías privatizadas; lo que implica no tener demasiado en claro de qué manera funciona el sistema capitalista. O sea, las ganancias son para quien soportó el riesgo –léase el dueño- y si éste percibe o juzga que es económicamente conveniente reinvertirlas o ampliarlas, lo hará. 
 

Este argumento de las “fabulosas ganancias”, ya se utilizó hasta la exageración a mediados de la década del 40, al momento de estatizar la Unión Telefónica y al “nacionalizarse” los ferrocarriles de capital inglés. Y condujo finalmente a que esas “fabulosas ganancias” se transformaran rápidamente en pérdidas y en menores salarios para el personal que trabajaba en ellas (vale recordar que antes de ello, los obreros y empleados mejor pagos de nuestro país, eran los de los ferrocarriles y, en segundo lugar, los del Jockey Club). 
 

Aclaremos que esas “fabulosas ganancias” no se esfumaron de la noche a la mañana, sino que se trató de un proceso paulatino de deterioro: primero se las eximió de impuestos y luego se les proveyó de subsidios que están por cumplir medio siglo. Así, nos quedamos sin ganancias, sin impuestos, sin inversión, con su dotación proletarizada y con un pésimo servicio. Claro que algunos proveedores de durmientes y repuestos se hicieron multimillonarios, gracias a que los ferrocarriles pasaron a ser “nuestros”.
 

¿Por qué se produce casi siempre ese deterioro en las empresas estatales? Cuenta C. Notrhcote Parkinson –el autor de la conocida Ley de Parkinson que dice: “Todo empleado genera la suficiente cantidad de trabajo como para justificar la existencia de su puesto”- que, “el funcionario público comprende que tiene ante sí un medio de vida y que al final le espera una jubilación”; y sostiene que en ese concepto, se encuentra la raíz de la llamada inflexibilidad a la baja del gasto público. Y continúa: “Solía decirse que el “caza ratas” liberaba siempre una pareja de sus presas, antes de irse del depósito infectado por ellas; ya que nunca fue su ambición exterminar las ratas. Lo que quería era llevar una campaña contra ellas, a sabiendas de que una victoria absoluta lo hubiera dejado sin empleo”. 
 

 

La presión tributaria

 

Técnicamente, se llama presión tributaria al indicador que nos muestra qué porcentaje promedio de los ingresos de los contribuyentes, se dedica al pago de impuestos
[8]. Pero no siempre la población contribuyente percibe con claridad el grado de presión al que está sometida. Una vez superado el impacto inicial al recaudar el impuesto, existe un cierto  acostumbramiento de los contribuyentes. Ocurre como con el cuento del “sapo hervido”: si se arroja un sapo dentro de un recipiente de agua hirviendo, su segura reacción instantánea para salir del mismo, puede salvarle la vida, pero si –en cambio- se lo pone en agua fría y de a poco se la calienta hasta alcanzar el hervor, el sapo muere inexorablemente, hervido sin darse cuenta. 
 

Si bien el mínimo no imponible del impuesto a las ganancias, acaba de ser actualizado con retroactividad a enero pasado para el personal en relación de dependencia –y los sucesos de Las Heras, en Santa Cruz, no tuvieron poco que ver en ello-, lo cierto es que la base sobre la que se aplica el gravamen a las ganancias para los ejercicios cerrados en diciembre del 2005, rige sin cambios desde 1994. Recordemos que los impuestos al trabajo, durante el año 2005, tuvieron un aumento en la recaudación del 28,9% pero no porque haya disminuido tan significativamente el desempleo sino por los incrementos de los salarios del sector privado.

 

Según el economista Daniel Artana (FIEL), hoy tenemos la “mayor presión tributaria de los últimos 30 años, la mayor de América Latina y aún mayor que el promedio de los países asiáticos”. También un informe de la auditora Price-Waterhouse (2004) calificó a nuestro país como el de “mayor presión impositiva de América Latina, si se consideran el impuesto a las ganancias y al consumo”
[9]. A su vez, el CIPPEC, sostiene que la presión tributaria del 2005 –para quien gana $ 10.000 por mes, o sea, algo más de U$S 3,000-, es del 47,5%, mientras que, en el 2003, era de sólo el 23%
[10]. 
 

Por su parte, Nadin Argañaraz, de la Fundación Mediterránea, afirmó que la recaudación trepó al doble del crecimiento del PBI en los años 2003 y 2004, y el gasto público lo hizo en un 50%, aún sin haberse incrementado los sueldos públicos ni las jubilaciones
[11]. De continuar el mismo ritmo de incremento del gasto público –en mayor proporción de lo que aumenta el PBI- habrá de llegar un momento en que el déficit surgirá, máxime si por cualquier crisis se produce una desaceleración del comercio mundial.
 

Juan José Llach, en un agudo artículo periodístico, acusa a las autoridades argentinas de transferir recursos –mediante exenciones o subsidios a los alimentos, a los combustibles, a la educación  y a los servicios públicos- desde las clases menos pudientes hacia sectores de mayor riqueza (efecto que él denomina “Hood Robin”, por oposición a Robin Hood). Llach calcula que aquellos “beneficios” alcanzan hasta un 2,4% del PBI y que la mayor parte de ellos beneficia a los sectores más pudientes
[12]. 
 

Similar efecto perverso, se registra también en la utilización de beneficios financieros en el pago de impuestos (moratorias, planes de financiación o compensaciones). Es interesante hacer notar que la mitad de las empresas empadronadas en la AFIP, se inscribieron en algunas de las moratorias impositivas que se legislaron entre 1997 y 2002, y lo más negativo es que las más grandes -con una facturación superior a los 2 millones de dólares anuales o más, cada una- duplican a las de menor tamaño, en cuanto a la utilización de estos beneficios de flexibilización en el pago
[13].
 

Pero hay más ejemplos sobre la inequidad de nuestro sistema tributario. Supongamos que una  empresa cualquiera utiliza el factor trabajo en forma intensiva, -de manera que el 90% de sus costos de producción, se destina a salarios y cargas sociales-; mientras que otro tipo de empresa utiliza el factor capital intensivamente, de forma tal que el 50% de sus costos (en sentido económico) surgen de los intereses de ese capital utilizado. Pues bien, el impuesto a las ganancias tomará mucho menor tajada de las ganancias totales de la primera empresa (mano de obra intensiva), y mucho mayor de los de la segunda (capital intensiva)”
[14]. Por eso –y pese a tantas declaraciones rimbombantes a favor de crear puestos de trabajo-, los gobiernos imponen tantas cargas sociales e impuestos al trabajo como les resulte posible, de forma tal que les permitan compensar ese menor aporte fiscal de las organizaciones trabajo-intensivas. 
 

 

La cultura de la evasión y una solución novedosa
 

“Las normas formales pueden ser modificadas mediante la política pública; las normas culturales, por el contrario, no pueden modificarse y, a pesar de que van cambiando con el tiempo, resulta más complejo dirigir su evolución”, dice Francis Fukuyama
[15]. Siempre se pensó que la “federalización” o la “municipalización” en la recaudación fiscal cambiaría la tónica general pro evasiva de una colectividad. Pero lo que debió resultar más eficaz, se tornó más costoso, al menos para aquellos contribuyentes que –por diversas razones- no pueden eludir el pago de las contribuciones. 
 

No pasa un día sin que tributaristas y políticos no alerten sobre la necesidad de ejercer cambios de fondo en el sistema impositivo y la política tributaria. Pero siempre termina cumpliendo con sus impuestos –voluntariamente o por la fuerza- la misma parte de la población que ya estaba inscripta ante la AFIP. Los “NN fiscales” –sin cuentas bancarias, sin tarjetas de crédito locales y con propiedades a nombre de sociedades fantasmas de paraísos fiscales- viven muy bien en Argentina, en que –como en todo país pobre- los lujos son baratos en términos de dólares.
 

Para salir de esta trampa, algunos políticos y economistas pretenden reducir la incidencia impositiva del impuesto a las ganancias. Entre otro tipo de errores, el FMI siempre se opuso a estos cambios frente a la temor de terminar recaudando aun menos de lo que se lograba. Pero los países emergentes que crecen, han tomado medidas en ese sentido. Frente a tasas del impuesto a las ganancias del 35% (Argentina) o del 40% (EE.UU.), otros países la reducen: República Checa (28%), Polonia (19%), Eslovaquia (19%) y Hungría 16%.

 

Otro intento está dado por manejarse con un solo impuesto, con una tasa única. Se le llama “impuesto plano”, y ya se aplica en 4 países (Estonia, el precursor desde 1994, seguido por Letonia, Lituania y luego Rusia, en 2001). Rige en ellos un impuesto sobre los ingresos de empresas y particulares, a la tasa uniforme del 26%
[16]. Por su parte, en nuestro país hace algunas décadas, el presidente de la azucarera argentina Ledesma S.A. y dirigente industrial empresario, Carlos P. Blaquier, propuso –sin éxito- aplicar un único impuesto sobre los combustibles. Recientemente, Felisa Miceli, la actual responsable de la cartera de economía, acaba de anunciar que entre sus objetivos de gestión figura implementar una nueva política tributaria. No sería poco, si lo lograra y si ella resultara más equitativa y más justa.

 

Vale la pena tener en cuenta que la palabra “impuesto”, en realidad no refleja el origen histórico de las contribuciones. Los primeros aportes de los individuos para sostener el culto y a sus gobernantes –fueren éstos brujos, sacerdotes o guerreros-, resultaron voluntarios. Primitivamente, el grupo, el clan o la tribu reunida en asamblea, decidía una contribución de los bienes propios logrados en cada cosecha o temporada. Seguramente, casi nunca debe haber habido unanimidad en la decisión, por lo que el resultado de la votación debía ser “impuesto” a los disidentes. 

 

Con el tiempo, los gobernantes manejaron los recursos materiales y espirituales como para imponer –miedo mediante- las contribuciones necesarias para su gestión y, sobre todo, para ampliarlas y así poder solventar hasta a sus extravagancias. Pero ocurrió que en un día histórico, los auto-considerados “representantes del pueblo”, le arrancaron al rey Juan Sin Tierra el célebre apotegma: “no hay imposición, sin ley” (no taxation without law). Claro que hoy estamos en la antípoda de ese acontecimiento. Como el sapo hervido. Hasta que una nueva rebelión fiscal o un nuevo estallido social, obligue a barajar de nuevo.
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